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Quinto.–El domicilio de la entidad radica en la calle Monte Inés, 
número 1, de Torrelodones (Madrid), D.P. 28250, y su ámbito territorial de 
actuación, según consta en el artículo 1. 3 de los Estatutos, será todo el 
territorio nacional e internacional en los continentes de América, Europa, 
África y Asia.

Sexto.–El objeto de la Fundación queda determinado en el artículo 3 
de los Estatutos, en la forma siguiente:

«Son fines de la Fundación:

Defensa de los derechos humanos, Asistencia social e inclusión social, 
Cooperación para el desarrollo, Promoción de la acción social, Defensa o 
protección del medio ambiente, Fomento de la economía social, Promo-
ción y atención a las personas en riesgo de exclusión por razones físicas, 
sociales o culturales, Ayuda o protección a personas incapacitadas física 
o mentalmente, Ayuda a refugiados e inmigrantes, Fomento de la toleran-
cia, Investigación científica, Desarrollo tecnológico. Ecología.»

Séptimo.–Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación, queda 
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente el 
carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando obligado, dicho 
órgano de gobierno, a la presentación de las cuentas y del plan de actua-
ción anuales ante el Protectorado.

Vistos la Constitución Española, la Ley 50/2002, de 26 de diciembre; 
y los Reales Decretos 553/2004, de 17 de abril, 562/2004, de 19 de abril, 
1600/2004, de 2 de julio y 1337/2005, de 11 de noviembre.

Fundamentos de Derecho

Primero.–A la Administración General del Estado-Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales le corresponde el ejercicio del Protecto-
rado del Gobierno sobre las fundaciones de asistencia social, respecto 
de aquellas de competencia estatal, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 34 y disposición transitoria tercera de la Ley 50/2002, 26 
de diciembre, de Fundaciones, así como en el artículo 40 del Regla-
mento de fundaciones de competencia estatal, aprobado mediante el 
Real Decreto 1337/2005, de 11 de noviembre, en relación con el Real 
Decreto 553/2004, de 17 de abril, por el que se reestructuran los Depar-
tamentos Ministeriales (artículo 9), y con los Reales Decretos 562/
2004, de 19 de abril y 1600/2004, de 2 de julio, por los que se aprueba y 
desarrolla, respectivamente, la estructura orgánica básica del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales.

La Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapaci-
dad es competente para resolver el presente expediente, en virtud de la 
Disposición adicional sexta del Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, en 
relación con la Orden Ministerial de 21 de mayo de 1996, sobre delegación 
del ejercicio de competencias en los órganos administrativos del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales (B.O.E. del día 27 de mayo), corregida 
por la Orden Ministerial de 25 de junio de 1996 (B.O.E. del día 27 de junio) 
y modificada, entre otras, por Orden de 15 de marzo de 2001 (B.O.E. del 
día 29 de marzo) y por la Orden de 3 de febrero de 2003 (B.O.E. del día 5 
de febrero).

Segundo.–La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, en 
sus artículos 34 y 35, establece que son funciones del Protectorado, 
entre otras, velar por el correcto ejercicio del derecho de fundación y 
por la legalidad de la constitución y funcionamiento de las fundacio-
nes, así como informar, con carácter preceptivo y vinculante para el 
Registro de Fundaciones, sobre la idoneidad de los fines y sobre la 
suficiencia dotacional de las fundaciones que se encuentren en pro-
ceso de constitución.

Tercero.–La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en 
los artículos 3, 10, 11 y 12 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fun-
daciones.

Cuarto.–La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, en su artículo 36, esta-
blece que existirá un Registro de Fundaciones de competencia estatal 
dependiente del Ministerio de Justicia, en el que se inscribirán los 
actos relativos a las fundaciones que desarrollen su actividad en todo 
el territorio del Estado o principalmente en el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma. La estructura y funcionamiento del citado 
Registro se determinarán reglamentariamente. Asimismo, la disposi-
ción transitoria cuarta de dicha Ley y la Disposición transitoria única 
del Reglamento de Fundaciones de competencia estatal, establecen 
que, en tanto no entre en funcionamiento el Registro de Fundaciones a 
que se refiere el citado artículo, subsistirán los Registros de Fundacio-
nes actualmente existentes.

Quinto.–La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, esta-
blece que se inscribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución 
de la fundación, el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y 
cese, por cualquier causa, de los miembros del patronato y otros órganos 
creados por los Estatutos, y las delegaciones y apoderamientos generales 
concedidos por el patronato y la extinción de estos cargos.

Sexto.–La Fundación persigue fines de interés general, conforme al 
artículo 3 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre.

Séptimo.–La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de 
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente 
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado del 
Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.–Clasificar a la Fundación Cambio de Vida, instituida en 
Torrelodones (Madrid), cuyos fines de interés general son predominante-
mente de asistencia social, cooperación para el desarrollo, culturales, 
docentes, de fomento de la economía, medioambientales y científicos.

Segundo.–Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 28/1.382.

Tercero.–Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de 
los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho 
cuarto de la presente Orden, así como su aceptación de cargo.

Cuarto.–Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 22 de febrero de 2006.–P. D. (Orden de 15 de marzo de 2001), 
la Secretaria de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, 
María Amparo Valcárce García. 

 5661 ORDEN TAS/891/2006, de 22 de febrero, por la que se ins-
cribe la Fundación Intress para la Integración, en el 
Registro de Fundaciones Asistenciales.

Por Orden se clasifica y registra la Fundación Intress para la Integra-
ción.

Vista la escritura de constitución de la Fundación Intress para la Inte-
gración, instituida en Barcelona.

Antecedentes de hecho

Primero.–Por el Patronato de la Fundación fue solicitada la inscrip-
ción de la Institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo.–La Fundación fue constituida mediante escritura pública, 
otorgada ante el Notario de Barcelona, Don Mariano-José Gimeno Valen-
tín-Gamazo; actuando en sustitución, por imposibilidad accidental, de su 
compañero de residencia, Don José Bauzá Corch, y para su protocolo; el 
14 de diciembre de 2005, con el número 3.744 de orden de protocolo, por 
la Asociación «Instituto de Trabajo Social y de Servicios Sociales».

Tercero.–La dotación inicial de la Fundación es de treinta mil euros, 
aportados por la fundadora y depositados en una entidad bancaria a nom-
bre de la Fundación.

Cuarto.–El Patronato de la Fundación esta constituido por los siguien-
tes miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidente: Don Jaume Garau Salas.
Vicepresidente: Don Aleix Ripol Millet.
Secretaria: Doña María Jesús Moreno Pérez.
Tesorero: Don Pau Servera Salas.
Vocales: Don Balbino Pardavila Martínez, doña Montserrat Castanyer 

Vila, doña Edita Navarro Tuneu y doña Irene Estrada Ena.

Quinto.–El domicilio de la entidad radica en la calle Pintor Tapiró, 
número 4, de Barcelona (08028), y su ámbito territorial de actuación, 
según consta en el artículo 5 de los Estatutos, será todo el territorio del 
Estado español.

Sexto.–El objeto de la Fundación queda determinado en el párrafo 
primero del artículo 6 de los Estatutos, en la forma siguiente:

«La finalidad global y principal de la Fundación es la mejora de las 
condiciones de vida de las personas con discapacidad psíquica, física y 
sensorial.»

Séptimo.–Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación, queda 
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente el 
carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando obligado, dicho 
órgano de gobierno, a la presentación de las cuentas y del plan de actua-
ción anuales ante el Protectorado.

Vistos la Constitución Española, la Ley 50/2002, de 26 de diciembre; 
y los Reales Decretos 553/2004, de 17 de abril, 562/2004, de 19 de abril, 
1600/2004, de 2 de julio y 1337/2005, de 11 de noviembre.

Fundamentos de Derecho

Primero.–A la Administración General del Estado-Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales le corresponde el ejercicio del Protectorado del 
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Gobierno sobre las fundaciones de asistencia social, respecto de aquellas 
de competencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 
y disposición transitoria tercera de la Ley 50/2002, 26 de diciembre, de 
Fundaciones, así como en el artículo 40 del Reglamento de fundaciones 
de competencia estatal, aprobado mediante el Real Decreto 1337/2005, de 
11 de noviembre, en relación con el Real Decreto 553/2004, de 17 de abril, 
por el que se reestructuran los Departamentos Ministeriales (artículo 9), 
y con los Reales Decretos 562/2004, de 19 de abril y 1600/2004, de 2 de 
julio, por los que se aprueba y desarrolla, respectivamente, la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

La Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad es 
competente para resolver el presente expediente, en virtud de la Disposición 
adicional sexta del Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, en relación con la 
Orden Ministerial de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de 
competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales (B.O.E. del día 27 de mayo), corregida por la Orden Minis-
terial de 25 de junio de 1996 (B.O.E. del día 27 de junio) y modificada, entre 
otras, por Orden de 15 de marzo de 2001 (B.O.E. del día 29 de marzo) y por la 
Orden de 3 de febrero de 2003 (B.O.E. del día 5 de febrero).

Segundo.–La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, en sus 
artículos 34 y 35, establece que son funciones del Protectorado, entre 
otras, velar por el correcto ejercicio del derecho de fundación y por la 
legalidad de la constitución y funcionamiento de las fundaciones, así 
como informar, con carácter preceptivo y vinculante para el Registro de 
Fundaciones, sobre la idoneidad de los fines y sobre la suficiencia dota-
cional de las fundaciones que se encuentren en proceso de constitución.

Tercero.–La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en 
los artículos 3, 10, 11 y 12 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fun-
daciones.

Cuarto.–La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, en su artículo 36, esta-
blece que existirá un Registro de Fundaciones de competencia estatal 
dependiente del Ministerio de Justicia, en el que se inscribirán los actos 
relativos a las fundaciones que desarrollen su actividad en todo el territo-
rio del Estado o principalmente en el territorio de más de una Comunidad 
Autónoma. La estructura y funcionamiento del citado Registro se deter-
minarán reglamentariamente. Asimismo, la disposición transitoria cuarta 
de dicha Ley y la Disposición transitoria única del Reglamento de Funda-
ciones de competencia estatal, establecen que, en tanto no entre en fun-
cionamiento el Registro de Fundaciones a que se refiere el citado artículo, 
subsistirán los Registros de Fundaciones actualmente existentes.

Quinto.–La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, esta-
blece que se inscribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución 
de la fundación, el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y 
cese, por cualquier causa, de los miembros del patronato y otros órganos 
creados por los Estatutos, y las delegaciones y apoderamientos generales 
concedidos por el patronato y la extinción de estos cargos.

Sexto.–La Fundación persigue fines de interés general, conforme al 
artículo 3 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre.

Séptimo.–La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de 
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente 
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado 
del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.–Clasificar a la Fundación Intress para la Integración, insti-
tuida en Barcelona, cuyos fines de interés general son predominante-
mente de asistencia social.

Segundo.–Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones 
Asistenciales, bajo el número 08 /0360.

Tercero.–Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento 
de los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho 
cuarto de la presente Orden, así como su aceptación de cargo.

Cuarto.–Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 22 de febrero de 2006.–P. D. (Orden de 15 de marzo de 2001), 
la Secretaria de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, 
María Amparo Valcárce García. 

 5662 ORDEN TAS/892/2006, de 23 de marzo, por la que se esta-
blecen las bases reguladoras y se convoca la concesión de 
subvenciones para la realización de programas de coope-
ración y voluntariado sociales con cargo a la asignación 
tributaria del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.

El Real Decreto 825/1988, de 15 de julio, regula los fines de interés 
social de la asignación tributaria del Impuesto sobre la Renta de las Per-

sonas Físicas en cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 33/1987, de 23 
de diciembre, y el Real Decreto 195/1989, de 17 de febrero, establece los 
requisitos y procedimientos para solicitar las correspondientes subven-
ciones. Ambos Reales Decretos han sido modificados por el Real Decreto 
223/1991, de 22 de febrero.

Los citados Reales Decretos constituyen, junto con las disposiciones 
contenidas en la presente Orden, las bases reguladoras de las subvencio-
nes que por la misma se convocan.

Para atender a los fines previstos en las normas citadas, los Presu-
puestos Generales del Estado han consignado los oportunos créditos.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 149.1.1.ª de la Constitu-
ción Española, la Administración General del Estado tiene competencia 
sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad 
de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumpli-
miento de los deberes constitucionales.

La Administración General del Estado tiene título competencial para 
gestionar con plena autonomía el Programa del 0´52 del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, en base al principio de naturaleza especí-
fica del ya citado artículo 149.1, 1.ª y a los principios constitucionales 
generales recogidos en los artículos 1.1, 9.2, 138.1 y 2, 139.1 y 156.1 de la 
Constitución Española.

La finalidad perseguida por la Administración General del Estado 
con las subvenciones reguladas en esta Orden de bases y de convocato-
ria es la consecución de la igualdad de los ciudadanos en las políticas 
sociales, promoviendo las condiciones y removiendo los obstáculos, tal 
y como indican los artículos 1.1 y 9.2 de la Constitución Española, para 
que dicha igualdad sea efectiva. Y es que, teniendo en cuenta las limita-
ciones en cuanto a los recursos disponibles que impone el respeto a las 
exigencias de la estabilidad presupuestaria, la actuación de la Adminis-
tración General del Estado es prácticamente insuprimible si se tiene en 
cuenta que la igualdad efectiva en el ejercicio de los derechos sociales 
requiere el empleo de criterios de eficiencia y economía en la programa-
ción y ejecución del gasto público (artículo 31.2 de la Constitución), que 
aconsejan encomendar a la Administración que se encuentra en mejor 
disposición, por las competencias que tiene constitucionalmente atri-
buidas como garante de la igualdad, su consecución en el ámbito de las 
políticas sociales.

Sin embargo, en orden a la cooperación interinstitucional y al respeto 
a las competencias que en esta materia corresponden a cada Administra-
ción, así como por razones de eficacia del propio Programa, se introduce 
como novedad en esta convocatoria, que las Comunidades Autónomas 
serán consultadas en la elaboración de la convocatoria y asimismo que se 
solicitará su colaboración en la valoración de los programas presentados 
a la convocatoria y en el seguimiento de los programas que resulten sub-
vencionados.

Es imprescindible, de acuerdo con la sentencia del Tribunal Constitu-
cional 146/1986, de 25 de noviembre, que recoge la doctrina de la senten-
cia 95/1986, realizar la gestión centralizada con objeto de garantizar la 
igualdad de los posibles destinatarios en todo el territorio nacional.

De la misma manera, el mismo Tribunal Constitucional en su senten-
cia 56/1986, de 13 de mayo, afirma que el Estado no puede verse privado 
del ejercicio de sus competencias exclusivas por la existencia de una 
competencia, aunque también sea exclusiva, de una Comunidad Autó-
noma, según declaró ya su sentencia 1/1982, de 28 de enero.

Efectivamente, la consecución del interés general de la Nación, y de 
los de carácter supracomunitario, queda confiada a los Órganos Genera-
les del Estado, según la sentencia, también del Tribunal Constitucio-
nal, 42/1981, de 22 de diciembre, que hace referencia a las competencias 
reservadas al Estado en el artículo 149 de la Constitución.

Precisamente, sobre este artículo 149, el Tribunal Constitucional en su 
Sentencia 239/2002, de 11 de diciembre, con mención de la 61/1987, de 20 
de marzo, señala que mediante su contenido se permite al Estado una 
regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad.

La presente convocatoria recoge las experiencias derivadas de la 
gestión de las convocatorias anteriores y se adapta a la normativa sobre 
subvenciones contenida en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, y en el Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por 
el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para la concesión de 
subvenciones públicas, en cuanto no se oponga a lo establecido en dicha 
Ley. De conformidad con lo establecido en dicha norma, esta convocato-
ria se ajusta a los principios de publicidad, transparencia, concurrencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación, junto con los de eficacia y 
eficiencia.

Se adapta igualmente a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común (en lo sucesivo, LRJ-PAC) y a la 
Ley 4/1999, de modificación de la anterior.

La definición de los programas de interés general y la delimitación de 
las prioridades que se han de tener en cuenta para la concesión de las 
subvenciones, se han realizado previa consulta a las Comunidades Autó-
nomas, al Consejo Estatal de Organizaciones No Gubernamentales de 


